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Abstract

Consideration is given to the role of fiscal control bodies 
in the fight against corruption by analyzing the accessory 
sanctions imposed by the Office of the Comptroller Gener-
al of the Republic of Venezuela in cases of total or partial 
non-observance of the selection procedure for contractors 
during the 2007-2014 period to show that inadequate fiscal 
control can be an incentive for corruption. Thus, fiscal con-
trol is studied as a necessary activity for the fight against 
corruption; then presents the result of the analysis of the ac-
cessory sanctions imposed in the period 2007-2014 and lists 
the cases of major corruption that, by 2022, do not have a 
formal investigation by the Office of the Comptroller Gener-
al, and finally the conclusions are presented. Subsequently, 

Resumen

Se reflexiona sobre el rol de los órganos de control fis-
cal en la lucha contra la corrupción mediante el análisis 
de las sanciones accesorias impuestas por la Contraloría 
General de la República de Venezuela en casos de inob-
servancia total o parcial del procedimiento de selección 
de contratistas durante el período 2007-2014, para evi-
denciar que un inadecuado control fiscal puede ser un in-
centivo para la corrupción. Así, se estudia el control fiscal 
como una actividad necesaria para la lucha contra la co-
rrupción; luego se presenta el resultado del análisis de las 
sanciones accesorias impuestas en el período 2007-2014 
y se enlistan los casos de gran corrupción que, para 2022, 
no cuentan con una investigación formal por parte de la 
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1.	 INTRODUCCIÓN
La corrupción es multifactorial y no tiene una única solución posible. Ciudadanos, 

sociedad civil, instituciones del Estado y sector privado deben trabajar de forma con-
junta y coordinada para minimizar los incentivos y evitar el impacto de la misma en la 
confianza e integridad de las instituciones públicas. 

Villoria Mendieta afirma que una de las causas de la corrupción ha sido el institu-
cionalismo económico, basado en el modelo de la elección racional1, es decir; el sujeto 
que ejerce funciones públicas o administra patrimonio público es un ser racional que 
contrapone la conveniencia de actuar de forma corrupta frente al beneficio esperado, a 
la posibilidad de ser descubierto y la gravedad de la sanción correspondiente2.

1 VILLORIA MENDIETA, Manuel. Corrupción pública. Eunomía: Revista en Cultura de la Legalidad, España, n. 
5, p. 159-167, sept. 2013/feb. 2014.
2 CAPDEFERRO VILLAGRASA, Oscar. Los organismos anticorrupción y el ejercicio de la potestad sancionadora: 
límites y propuestas para la prevención de la corrupción. en particular, el caso de la oficina antifraude de 
Cataluña. Revista catalana de dret públic, n. 53, p. 13-30, 2016.

Contraloría General, y, finalmente se exponen las conclu-
siones. La metodología utilizada es de tipo exploratoria 
y documental. Se realizó la búsqueda de publicaciones 
académicas sobre el tema de estudio y se revisaron los 
informes de gestión de la Contraloría General. Posterior-
mente se procedió a elaborar cuadros y analizar los datos 
para responder la premisa de la investigación. Se conclu-
ye que Venezuela no cuenta con un real y efectivo control 
fiscal de la contratación pública que evite o minimice los 
hechos de corrupción.

Palabras clave: control fiscal; contratación pública; co-
rrupción; Estado de derecho; responsabilidad fiscal

tables were prepared and the data analyzed to respond to 
the research premise. It is concluded that Venezuela does 
not have a real and effective fiscal control of public procure-
ment that avoids or minimizes acts of corruption.

Keywords: fiscal control; public procurement; corruption; 
rule of law; fiscal accountability.
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Ello significa que cuando un Estado posea instituciones ineficaces o escasos contro-
les para detectar los hechos y actos de corrupción, pero, además, promueva la impu-
nidad a sus autores por falta de sanción o insuficiencia de la misma3, y ofrece grandes 
beneficios a los sujetos que cometan los hechos o actos de corrupción, generará más 
corrupción4. Y es que, según Villoria Mendieta la corrupción es un factor esencial para 
reducir la calidad de la democracia donde esta existe5, encontrándose relacionada con 
ineficacia del gobierno, falta de independencia frente a presiones políticas y ausencia 
de credibilidad en las instituciones públicas6, entre otros factores.

Por ello, es necesario contar con sistemas de control adecuados, eficaces y eficien-
tes. Dentro de los mecanismos de control resalta el control fiscal, entendido como 
aquél que realizan órganos especializados e independientes, que tiene por finalidad 
garantizar que la actuación de las instituciones públicas se realice con estricto apego al 
ordenamiento jurídico y la buena gestión de los intereses públicos; en especial, la cor-
recta utilización de los fondos públicos por las instituciones públicas, cuando ejecutan 
sus políticas o prestan los servicios que reclama la sociedad, convirtiéndose el control 
en garantía del Estado de derecho y el sistema democrático7. El control fiscal ayuda al 
fomento de la integridad desde los cuatro ejes reseñados por Cerillo i Martínez; y es que 
el control fiscal fomenta la la transparencia, la buena gestión, la prevención de la mala 
conducta y la rendición de cuentas8, ayudando, en consecuencia, a prevenir y combatir 
la corrupción.

Bajo esta premisa, este trabajo busca reflexionar sobre el rol de los órganos de con-
trol fiscal en la lucha contra la corrupción mediante el análisis de las sanciones acce-
sorias impuestas por la Contraloría General de la República de Venezuela en casos de 
inobservancia total o parcial del procedimiento de selección de contratistas durante 

3 ROSE-ACKERMAN, Susan. The Law and Economics of Bribery and Extortion. Annual Review of Law and 
Social Science, vol. 6, p. 217-238, 2010.
4 KLITGAARD, Robert. Controlling corruption. Berkeley: University of California Press, 1988.
5 Sobre este punto, Endrius COCCIOLO afirma que los casos de corrupción y mala administración ponen de 
manifiesto la vulnerabilidad de las democracias, lo que no genera en los ciudadanos la suficiente lealtad 
hacia las instituciones, advirtiendo que ello nos lleva a pensar en la ética pública como base necesaria de la 
legitimidad democrática de los gobernantes y la legitimidad como sustancia política del sistema constitucional 
que interpelan al derecho público para la tarea de exigir el cumplimiento de las obligaciones que dimanan del 
estatus de cargo público. Véase: COCCIOLO, Endrius. Servir con honor. “Cuestión moral” y derecho público. 
Revista catalana de dret públic, España, n. 60, p. 65-86, 2020.
6 VILLORIA MENDIETA, Manuel. La transparencia, la imparcialidad y la calidad de la democracia. Dilemata, 
España, n. 27, p. 1-16, 2018. 
7 RODRÍGUEZ-ARANA, Jaime. El control de la Administración pública: una perspectiva integradora. En: 
RODRÍGUEZ-ARANA, Jaime; DELPIAZZO, Carlos; DA SILVA FILHO, João; VALIM, Rafael y RODRÍGUEZ, María 
(Coord.). Control administrativo de la actividad de la administración. V. 1. Sao Paulo: Imprensa Oficial do 
Estado de São Paulo - IMESP, 2019. p. 230- 248.
8 CERRILLO i MARTÍNEZ, Agustí. Un nuevo impulso de la integridad pública para la prevención de conflictos de 
intereses y la corrupción. Actualidad administrativa, España, n. extra 1, p. 1-12, 2019.
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el período 2007-2014, para evidenciar que un inadecuado control fiscal puede ser un 
incentivo para la corrupción.

En este sentido, se estudia el control fiscal como una actividad necesaria para la 
lucha contra la corrupción y se revisa la configuración del mismo en Venezuela. Luego 
se presenta el resultado del análisis de las sanciones accesorias impuestas en el período 
2007-2014 y se enlistan los casos de gran corrupción que, para 2022, no cuentan con 
una investigación formal por parte de la Contraloría General, y, finalmente se exponen 
las conclusiones correspondientes. 

2	 ÓRGANOS DE CONTROL FISCAL Y LUCHA CONTRA LA 
CORRUPCIÓN
Para garantizar el uso adecuado del patrimonio público, los Estados requieren de 

órganos, mecanismos y procesos que permitan revisar la legalidad, objetividad y ade-
cuación de la actividad que realizan sus instituciones y establecer las responsabilidades 
a que hubiere lugar, cuya idoneidad y efectividad permitirá —en un largo plazo— la 
satisfacción de necesidades ciudadanas y minimizar los incentivos para la corrupción.

Así, cada Estado establece los distintos mecanismos de control del uso de los recur-
sos públicos, pudiendo hablarse de control previo, posterior, concomitante, político, 
entre otros9; designando en función de ello, competencias a distintos órganos y entes. 
Estos controles deben procurar la reducción del monopolio del poder de los servidores 
públicos, su discrecionalidad en el ejercicio del mismo, la prevención de los conflictos 
de intereses10, y, además, fortalecer la rendición de cuentas y la transparencia11, procu-
rando implementar mecanismos de pesos y contra pesos de los poderes públicos que 
permitan identificar de forma temprana riesgos a la integridad y sancionar los hechos y 
actos de corrupción, cuando ocurriesen.

En tal sentido, los órganos de control fiscal tienen un rol protagónico dentro de la 
lucha contra la corrupción, dado que su misión principal es velar por el manejo res-
ponsable del patrimonio público y/o las finanzas públicas, favoreciendo la rendición 
de cuentas y fomentando la credibilidad y la confianza en los órganos y entes públicos 
auditados. Así lo han reconocido autores como REDONDO LÓPEZ, SANTANA SUÁREZ 
y PÉREZ VÁZQUEZ, quienes consideran que los órganos de control han trabajado para 
mejorar las funciones clásicas de la auditoría pública, asumiendo en algunos casos 

9 IVANEGA, Miriam. La importancia del control público en los sistemas democráticos. Revista Rap, Buenos 
Aires, n. 422, p. 141-156, 2013.
10 FOLGUERA FONDEVILA, Roger. La fiscalización de los conflictos de interés. Auditoría pública: revista de los 
Órganos Autónomos de Control Externo, España, n. 70, p. 97-103, 2017.
11 DYE, K. M. and STAPENHURST, R. Pillars of Integrity: The Importance of Supreme Audit Institutions in 
Curbing Corruption. Washington D.C.: Economic Development Institute of the World Bank, 1998.
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nuevas atribuciones vinculadas a la prevención y la lucha contra el fraude y la corrup-
ción12, y organismos internacionales regionales como la Organización Internacional de 
las Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI) y la Organización Latinoamericana y 
del Caribe de Entidades Fiscalizadoras Superiores (OLACEFS), y es que, aun cuando de-
tectar le corrupción no es el objeto propio de la auditoría financiera o fiscal13, la función 
de control fiscal contribuye a afianzar una cultura de probidad como fundamento de 
un Estado democrático, ejerciendo el control de la gestión como medio para la mejora 
de la actividad gubernamental y el combate eficaz de las nuevas modalidades de cor-
rupción administrativa, brindando apoyo a los órganos y entes públicos en la toma de 
decisiones y a la ciudadanía para el ejercicio del control social14.

Por ello, a continuación, se revisan las funciones y el rol de la Contraloría General de 
la República de Venezuela en la lucha contra la corrupción.

3.	LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y EL 
SISTEMA NACIONAL DE CONTROL FISCAL
La Contraloría General de la Nación —hoy, Contraloría General de la República— es 

creada el 15 de julio de 1938, con la promulgación de la Ley Orgánica de Hacienda Na-
cional, producto de un proceso de democratización y modernización del Estado vene-
zolano que inició a partir de 193515. Adquirió rango constitucional a partir de la Consti-
tución de los Estados Unidos de Venezuela del 5 de julio de 1947, que fue ratificado en 
la Constitución Nacional del 23 de enero de 1961, donde se cambió la denominación de 
Contraloría General de la República16.

12 REDONDO LÓPEZ, José Antonio; SANTANA SUÁREZ, Manuel y PÉREZ VÁZQUEZ, María. El control externo 
y la prevención de la corrupción. El control externo y la prevención de la corrupción. Presupuesto y gasto 
público, España, n. 103, p. 147-162, 2021. En este mismo sentido, puede consultarse: FOLGUERA FONDEVILA, 
Roger. La fiscalización de los conflictos de interés. Auditoría pública: revista de los Órganos Autónomos de 
Control Externo, España, n. 70, p. 97-103, 2017.
13 REDONDO LÓPEZ, José Antonio; SANTANA SUÁREZ, Manuel y PÉREZ VÁZQUEZ, María. El control externo 
y la prevención de la corrupción. El control externo y la prevención de la corrupción. Presupuesto y gasto 
público, España, n. 103, p. 147-162, 2021. Destacamos que los órganos de control fiscal no son los únicos que 
cumplen un rol importante en la lucha contra la corrupción. Las agencias anticorrupción u oficinas antifraude 
desarrolladas en algunos países e impulsadas, en el caso de España por varias comunidades autónomas, 
también han contribuido en el combate y la lucha contra la corrupción. Sobre este punto puede consultarse, 
entre otros: NIETO MARTÍN, Adán. Las agencias anticorrupción: en busca de un diseño para una institución 
necesaria. Revista penal México, México, n. 18, p. 27-42, 2021. BENÍTEZ PALMA, Enrique. La convivencia entre 
los Órganos de Control Externo (OCEx) y las Agencias Autonómicas de Prevención y Lucha contra la Corrupción. 
Auditoría pública: revista de los Órganos Autónomos de Control Externo, España, n. 69, p. 9-18, 2017.
14 ORGANIZACIÓN LATINOAMERICANA Y DEL CARIBE DE ENTIDADES FISCALIZADORAS SUPERIORES (OLACEFS). 
Manual de buenas prácticas de lucha contra la corrupción. Ecuador: Contraloría General del Estado, 2021.
15 Conferencia en línea. URDANETA TROCONIS, Gustavo. Origen de la Ley. Conferencia impartida en el 
seminario virtual “40 años de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos” (Caracas, Venezuela), jun. 
2021. Disponible en: <https://www.youtube.com/watch?v=je5WuJg078I>. Acceso el: 9 mar. 2022.
16 CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Historia. [2014?]. Disponible en: <http://www.cgr.gob.ve/site_
content.php?Cod=012>. Acceso el: 9 mar. 2022.

https://www.youtube.com/watch?v=je5WuJg078I
http://www.cgr.gob.ve/site_content.php?Cod=012
http://www.cgr.gob.ve/site_content.php?Cod=012
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Con la Constitución de 1999, el Poder Público en Venezuela rompe la división tripar-
tita y tradicional del Poder Público planteada en 1748 por el Barón de Montesquieu, en 
su libro El espíritu de las leyes, pero —en palabras del profesor Brewer-Carías— viene a 
regularizar el funcionamiento de algunos órganos que gozaban de autonomía funcio-
nal y que existían durante la Constitución de 1961 —ejemplo, Consejo Supremo Elec-
toral y Contraloría General de la República— los cuales, ejercían el “poder público, pero 
no el Legislativo, Ejecutivo y Judicial17”. Así, el Poder Público se distribuye entre el Poder 
Municipal, el Poder Estadal y el Poder Nacional y el Poder Público Nacional se divide en 
Legislativo, Ejecutivo, Judicial, Ciudadano y Electoral —artículo 136—.

No pretendemos hacer un estudio exhaustivo de la distribución del Poder Público 
en Venezuela, pues ello escapa del objeto de estudio de esta investigación. Nos referi-
remos al denominado Poder Ciudadano, al que pertenece la Contraloría General de la 
República.

Según el artículo 273 de la Constitución de 1999, el Poder Ciudadano se ejerce 
por el Consejo Moral Republicano integrado por el Defensor o Defensora del Pueblo, 
el Fiscal o la Fiscal General y el Contralor o Contralora General de la República. Dicho 
poder, es independiente y sus órganos gozan de autonomía funcional, financiera y 
administrativa.

Los órganos que ejercen el Poder Ciudadano tienen a su cargo prevenir, investigar y 
sancionar los hechos que atenten contra la ética pública y la moral administrativa; velar 
por la buena gestión y la legalidad en el uso del patrimonio público, el cumplimiento y 
la aplicación del principio de la legalidad en toda la actividad administrativa del Estado; 
además de promover la educación como proceso creador de la ciudadanía, la solidari-
dad, la libertad, la democracia, la responsabilidad social y el trabajo18.

Respecto de la Contraloría General de la República, la Constitución de 1999 le otor-
ga competencias específicas en materia de protección y resguardo del patrimonio pú-
blico. A ésta le corresponde la vigilancia y fiscalización de los ingresos, gastos, bienes 
públicos y bienes nacionales, así como de las operaciones relativas a los mismos. Goza 
de autonomía funcional, administrativa y organizativa, y orienta su actuación a las fun-
ciones de inspección de los organismos y entidades sujetas a su control19.

La Constitución establece que, ejercicio de sus competencias, la Contraloría General 
de la República puede: 1. Ejercer el control, la vigilancia y fiscalización de los ingre-
sos, gastos y bienes públicos y las operaciones relativas a los mismos; 2. Inspeccionar 

17 Citado en: CARRILLO ARTILES, Carlos Luis. La composición del Poder Público en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela.  Caracas: [s.n]. 2001. Disponible en: <http://www.carrilloartiles.com/
wp-content/uploads/Composicion_PoderPublico_ConstitucionBolivariana.pdf>. Acceso el: 15 jul. de 2021. 
18 VENEZUELA. República. Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Enmienda Nro. 1, G.O.E. 
Nro. 5.908, 19/2/2009. Artículo 274.
19 VENEZUELA. República. Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Enmienda Nro. 1, G.O.E. 
Nro. 5.908, 19/2/2009. Artículo 287.

http://www.carrilloartiles.com/wp-content/uploads/Composicion_PoderPublico_ConstitucionBolivariana.pdf
http://www.carrilloartiles.com/wp-content/uploads/Composicion_PoderPublico_ConstitucionBolivariana.pdf
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y fiscalizar los órganos, entidades y personas jurídicas del sector público sometidos a 
su control; practicar fiscalizaciones, iniciar investigaciones sobre irregularidades contra 
el patrimonio público, dictar medidas, imponer los reparos y aplicar las sanciones ad-
ministrativas a que haya lugar de conformidad con la ley20, siendo la primera vez que 
se reconoce en un texto constitucional venezolano —en palabras de la profesora Peña 
Colmenares— la “potestad de la Contraloría General de la República para imponer san-
ciones como consecuencia de la declaratoria de la responsabilidad administrativa21”.

La Constitución de 1999, crea, además, el Sistema Nacional de Control Fiscal22 cuya 
organización y funcionamiento fue desarrollada a través de la Ley Orgánica de la Con-
traloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal, promulgada 
en el año 2001 y reformada en el año 2010.

El Sistema Nacional de Control Fiscal es definido por la mencionada Ley como el 
conjunto de órganos, estructuras, recursos y procesos que, bajo la rectoría de la Contra-
loría General de la República, persiguen lograr la unidad de dirección de los sistemas y 
procedimientos de control que ayuden al logro de los objetivos de los distintos órganos 
y entes del Poder Público venezolano23. Está integrado por24: 1. La Contraloría General 
de la República, 2. La Contraloría de los estados, distritos, distritos metropolitanos y 
municipios, 3. La Contraloría de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, 4. Las Unidades 
de Auditoría Interna de los órganos y entes del Poder Público, 5. La Superintenden-
cia Nacional de Auditoría Interna, 6. Las máximas autoridades y los niveles directivos 
y gerenciales de los órganos y entes regulados por dicha Ley25, y, 7. Los ciudadanos y 

20 VENEZUELA. República. Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Enmienda Nro. 1, G.O.E. 
Nro. 5.908, 19/2/2009. Artículo 289.
21 PEÑA COLMENARES, Nélida. El régimen de la responsabilidad administrativa: en la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal. Venezuela: Ediciones Líber, 2010.
22 VENEZUELA. República. Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Enmienda Nro. 1, G.O.E. 
Nro. 5.908, 19/2/2009. Artículo 290.
23 VENEZUELA. República. Ley de reforma parcial de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Control Fiscal, G.O.E. Nro. 6.013, 23/12/2010. Artículo 4.
24 VENEZUELA. República. Ley de reforma parcial de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Control Fiscal, G.O.E. Nro. 6.013, 23/12/2010. Artículos 24 y 26
25 Dichos órganos y entes, mencionados en el artículo 9 de la Ley son los siguientes: l. Los órganos y entidades 
a los que incumbe el ejercicio del Poder Público Nacional. 2. Los órganos y entidades a los que incumbe el 
ejercicio del Poder Público Estadal. 3. Los órganos y entidades a los que incumbe el ejercicio del Poder Público 
en los Distritos y Distritos Metropolitanos. 4. Los órganos y entidades a los que incumbe el ejercicio del Poder 
Público Municipal y en las demás entidades locales previstas en la Ley Orgánica del Poder Público Municipal. 
5. Los órganos y entidades a los que incumbe d ejercicio del Poder Público en los Territorios Federales y 
Dependencias Federales. 6. Los institutos autónomos nacionales, estadales, distritales y municipales.7. El 
Banco Central de Venezuela. 8. Las universidades públicas. 9. Las demás personas derecho público nacionales, 
estadales, distritales y municipales. 10. Las sociedades de cualquier naturaleza en las cuales las personas 
mencionadas anteriormente tengan participación en su capital social, así como las que se constituyan con la 
participación de aquéllas. 11. Las fundaciones, asociaciones civiles y demás instituciones creadas con fondos 
públicos o que sean dirigidas por las personas mencionadas anteriormente o en las cuales tales personas 
designen sus autoridades o cuando los aportes presupuestarios o contribuciones efectuados en un ejercicio 
presupuestario por una o varias de las personas a anteriormente representen el cincuenta por ciento (50%) 
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ciudadanas, en ejercicio de su derecho de participación en la función de control de la 
gestión pública.

De dicha estructura, cobran especial importancia los denominados órganos de con-
trol fiscal puesto que a éstos se le otorga la competencia para vigilar, inspeccionar y 
fiscalizar las distintas operaciones administrativas y financieras que realicen los otros 
órganos que forman el Sistema Nacional de Control Fiscal, a través del examen poste-
rior de las mismas26.

Los órganos de control fiscal se dividen en externos e internos. Son órganos de con-
trol fiscal externo27: 1. La Contraloría General de la República, 2. Las contralorías de los 
estados, 3. Las contralorías de los municipios, y; 4. Las contralorías de distritos y distritos 
metropolitanos, mientras que las Unidades de Auditoría Interna y la Contraloría Gene-
ral de la Fuerza Armada Nacional, son órganos de control fiscal interno28.

Estos órganos han sido dotados de potestades de investigación y de potestades 
sancionatorias que comprenden: 1. La posibilidad de declarar la responsabilidad de 
funcionarios, funcionarias, empleados, empleadas, obreros y obreras que presten ser-
vicio para los órganos y entes que formen parte del Sistema Nacional de Control Fiscal, 
así como a los particulares que administren, manejen o custodien recursos de cualquier 
tipo afectados al cumplimiento de finalidades de interés público, recibidos a través de 
transferencias, subsidios, aportes, contribuciones o cualquier otra modalidad similar, 
siempre que hayan incurrido en hechos, actos u omisiones generadores de responsabi-
lidad, 2. Imponer multas, 3. Imponer las sanciones previstas en el artículo 105 de la Ley, 
que serán estudiadas con más detalle en próximos apartados de este trabajo29.

De donde se puede apreciar que en Venezuela existe una estructura orgánica —el 
Sistema Nacional de Control Fiscal—cuyo órgano rector es la Contraloría General de la 
República, que tiene como finalidad garantizar la buena gestión y el uso adecuado del 

o más de su presupuesto. 12. Las personas naturales o jurídicas que sean contribuyentes o responsables de 
conformidad con lo previsto en el Código Orgánico Tributario o que en cualquier forma contraten, negocien 
o celebren operaciones con cualesquiera de los organismos o entidades mencionadas anteriormente o que 
reciban aportes, subsidios, otras transferencias o incentivos fiscales o que en cualquier forma intervengan en 
la administración, manejo o custodia de recursos públicos.
26 La disposición final octava de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema 
Nacional de Control Fiscal establece que las Contralorías estadales, distritales, municipales o de los distritos 
metropolitanos no podrá ejercer actividades de control previo cuando se aseguren que el sistema de control 
interno de los sujetos regulados por la Ley, cumplan con los extremos previstos en la misma.
27 VENEZUELA. República. Ley de reforma parcial de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Control Fiscal, G.O.E. Nro. 6.013, 23/12/2010. Artículo 43.
28 VENEZUELA. República. Ley de reforma parcial de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Control Fiscal, G.O.E. Nro. 6.013, 23/12/2010. Artículo 41. Véase 
también PEÑA COLMENARES, Nélida. El régimen de la responsabilidad administrativa: en la Ley Orgánica 
de la Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal. Venezuela: Ediciones Líber, 
2010. p. 83.
29 VENEZUELA. República. Ley de reforma parcial de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Control Fiscal, G.O.E. Nro. 6.013, 23/12/2010. Artículos 51, 52, 93 y 94.
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patrimonio público. Dentro de dicha estructura, existen órganos específicos —órganos 
de control fiscal externos e internos— que han sido dotados con potestades de investi-
gación y sanción para determinar la ocurrencia de hechos, actos u omisiones que resul-
ten contrarios a una disposición normativa, así como la existencia de daños causados 
al patrimonio público y establecer las responsabilidades correspondientes, cuya labor 
debe ayudar en la lucha contra la corrupción.

4	 LA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA EN VENE-
ZUELA Y SUS CONSECUENCIAS.

4.1 Sobre el concepto de responsabilidad adminis-
trativa.

En el apartado anterior indicábamos que los órganos de control fiscal en Venezuela 
tienen la competencia para declarar la responsabilidad de un sujeto e imponerle las 
sanciones a que hubiere lugar, con lo cual, resulta pertinente delimitar el concepto de 
responsabilidad administrativa.

Al respecto, lo primero que debemos advertir es que, en Venezuela, el concepto 
de responsabilidad administrativa —que surge como consecuencia de las actuaciones 
de los órganos de control fiscal—difiere del concepto de responsabilidad patrimonial 
de la Administración. De acuerdo con PEÑA COLMENARES la responsabilidad adminis-
trativa puede definirse como “la situación jurídica de una persona que viola, con una 
conducta activa u omisiva, un deber frente a la Administración Pública, que le acarrea 
inmediatamente la imposición administrativa, según las pautas de un procedimiento 
diseñado legalmente30”. Sin embargo, advierte que en Venezuela se trata de una noción 
atípica de responsabilidad administrativa porque es declarada a una categoría especial 
de sujetos, a saber; aquellos que administren, manejen o custodien recursos públicos31.

Para la autora, la responsabilidad administrativa es una figura propia del Sistema 
Nacional de Control Fiscal venezolano, consagrada en la ley, que persigue garanti-
zar la administración eficaz y transparente de los bienes públicos, que es declarada 
por los órganos de control fiscal, mediante un procedimiento especial cuando los 
funcionarios públicos y particulares encargados de su administración, incurren en 
hechos, acciones u omisiones, que pueden causar daño o no al patrimonio público, 

30 PEÑA COLMENARES, Nélida. El régimen de la responsabilidad administrativa: en la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal. Venezuela: Ediciones Líber, 2010. 
p. 104.
31 PEÑA COLMENARES, Nélida. El régimen de la responsabilidad administrativa: en la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal. Venezuela: Ediciones Líber, 2010. 
p. 104.
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tipificados en una norma de rango legal, como supuestos generadores de la mencio-
nada responsabilidad32.

Orlando define la responsabilidad administrativa, como aquella que es declarada 
por un órgano de control fiscal —interno o externo— cuando se comprueba que un su-
jeto —funcionario público o no— “a cuyo cargo esté un oficio de la Hacienda (manejo o 
custodia de los fondos o bienes públicos) ha incurrido en acciones, hechos u omisiones 
antijurídicas y no excusables33” tipificadas en las leyes.

Mientras que Rachadell34 y De Pedro 35 afirman que esta responsabilidad cuenta 
con dos elementos característicos y diferenciadores: 1. Es declarada cuando se com-
pruebe la ocurrencia de hechos, actos u omisiones que impliquen una inobservancia 
a las reglas de preservación y resguardo de los fondos y bienes públicos, por parte de 
los encargados de su custodia, y, 2. La comprobación de los elementos configurativos 
de la responsabilidad administrativa le corresponde a órganos independientes de las 
Administraciones Públicas, a saber, los órganos de control fiscal integrantes de Sistema 
Nacional de Control Fiscal.

De lo anterior debe concluirse que, en, Venezuela la responsabilidad administrativa 
es un tipo de responsabilidad no exclusiva de los funcionarios públicos, que puede ser 
declarada —por un órgano de control fiscal interno o externo— a cualquier sujeto que 
no esté vinculado a un órgano o ente público por una relación estatutaria o de empleo 
público, siempre y cuando incurra en hechos, actos u omisiones contrarios a una norma 
legal como consecuencia de la administración, manejo o custodia de recursos públicos. 

4.2.	Consecuencias de la declaratoria de responsa-
bilidad administrativa

Indicábamos en apartados anteriores que los órganos de control fiscal cuentan con 
potestades de investigación y sancionatorias. Dentro de la potestad sancionatoria es 
necesario diferenciar la declaratoria de responsabilidad administrativa de las sanciones 
que son consecuencia de la misma. La Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Control Fiscal establece un procedimiento para la 

32 PEÑA COLMENARES, Nélida. El régimen de la responsabilidad administrativa: en la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal. Venezuela: Ediciones Líber, 2010. 
p. 130.
33 ORLANDO, Freddy. La potestad inquisitiva de los órganos de control fiscal y la determinación de 
responsabilidad administrativa de los funcionarios públicos. 3 ed. Caracas: Universidad Católica Andrés 
Bello, 2010.
34 RACHADELL, Manuel. Los recursos contra el auto de responsabilidad administrativa. En: BREWER-CARÍAS, 
Allan (Dir.). Archivo de Derecho Público y Ciencias de la Administración: Régimen Jurídico de Salvaguarda 
del Patrimonio Público. Caracas: Instituto de Derecho Público de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Central de Venezuela, 1985. p. 553-593. 
35 DE PEDRO, Antonio. El funcionario público venezolano. Caracas: Dirección de Malariología y Saneamiento 
Ambiental, Ministerio de Sanidad y Asistencial Social, 1973.
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determinación de la responsabilidad administrativa de un sujeto. Una vez que termina 
dicho procedimiento y se evidencia la configuración de alguno de los supuestos gene-
radores de responsabilidad administrativa es que se abre la posibilidad que los órganos 
de control fiscal puedan imponer las sanciones administrativas previstas en la Ley36. 
Así, la declaratoria de responsabilidad administrativa es el presupuesto necesario para 
que los órganos de control fiscal puedan imponer las sanciones correspondientes.

Pero, además, dicha Ley le otorga a los órganos de control fiscal la competencia 
para declarar la responsabilidad civil de los sujetos sometidos a su control, cuando en 
ejercicio de sus funciones de control, encuentren indicios de daños al patrimonio de los 
órganos y entes del sector público, como consecuencia de actos, hechos u omisiones 
contrarios a una norma legal o sublegal, al plan de organización, las políticas, norma-
tiva interna, los manuales de sistemas y procedimientos que comprenden el control 
interno, así como por una conducta omisiva o negligente en el manejo de los recursos 
públicos37.

Como señala la Ley, se trata de la responsabilidad civil que puede ser declarada por 
los órganos de control fiscal a sujetos que causen daños al patrimonio público, que se 
hace efectiva a través de la formulación de un reparo; es decir, de un acto administra-
tivo en el que se ordena el resarcimiento de los daños causados al patrimonio público; 
un título ejecutorio para lograr el mencionado resarcimiento38.

No profundizaremos en la figura del reparo, sin embargo, destacamos que Ley Or-
gánica de la Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fis-
cal establece un único procedimiento para el establecimiento de la responsabilidad ad-
ministrativa y de la responsabilidad civil de aquellos sujetos que administren, manejen 
o custodien y que incurran en algunos de los supuestos para la declaratoria de dicha 
responsabilidad39.

36 VENEZUELA. República. Ley de reforma parcial de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Control Fiscal, G.O.E. Nro. 6.013, 23/12/2010. Artículos 107.
37 VENEZUELA. República. Ley de reforma parcial de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Control Fiscal, G.O.E. Nro. 6.013, 23/12/2010. Artículos 84 y 85. 
38 PEÑA COLMENARES, Nélida. El régimen de la responsabilidad administrativa: en la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal. Venezuela: Ediciones Líber, 2010. 
p. 110.
39 Algunos autores han cuestionado esta unificación procedimental por considerar que la responsabilidad 
administrativa y la responsabilidad civil son dos tipos de responsabilidades distintas, que, aunque pudieran 
tener su origen en unos mismos hechos, su naturaleza es diferente, puesto que la primera sería sancionatoria 
y la segunda resarcitoria. Asimismo, advierten que, al unificar en un solo procedimiento la responsabilidad 
administrativa y la civil, puede darse el caso que, si el órgano de control fiscal luego de sustanciar el 
procedimiento correspondiente y declarar la responsabilidad administrativa de un sujeto, no le formuló el 
reparo —ante la existencia de un daño al patrimonio público— ya no lo puede hacer, puesto que no podrá 
sustanciar nuevamente un procedimiento por los mismos hechos. En este sentido, puede consultarse: 
CANÓNICO SARABIA, Alejandro. El reparo como forma de determinación de la responsabilidad civil del 
funcionario frente a la administración. En: CANÓNICO, Alejandro (Coord.). El Control y la Responsabilidad en 
la Administración Pública. Caracas: Editorial Jurídica Venezolana, 2012. p. 209-248. 
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Advertimos que, para la declaratoria de la responsabilidad administrativa de un su-
jeto, no se requiere la existencia de un daño al patrimonio público, solo es necesario 
comprobar la ocurrencia de alguno de los supuestos generadores de responsabilidad 
administrativa previstos en el ordenamiento jurídico venezolano. Ahora bien, si además 
de ello se evidencia la existencia del daño al patrimonio público, el órgano de control 
fiscal podrá, en el mismo acto que declara la responsabilidad administrativa, formular 
el reparo correspondiente.

Respecto a las sanciones que se pueden imponer con posterioridad a la declaratoria 
de responsabilidad administrativa, debemos indicar que la multa se configura como la 
sanción principal y ésta puede ser impuesta por todos los órganos de control fiscal. La 
multa es la sanción administrativa por excelencia en el ordenamiento jurídico venezola-
no40. Se trata de la imposición de una sanción económica por la violación de una norma 
jurídica, o, en el caso de la responsabilidad administrativa, por incurrir en alguno de los 
supuestos generados de la misma.

Adicional a la multa, la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del 
Sistema Nacional de Control Fiscal, le otorga al Contralor General de la República la 
competencia para imponer de manera exclusiva y excluyente sin que medie ningún proce-
dimiento41 sanciones adicionales, que han sido duramente cuestionadas por la doctrina 
venezolana por considerarlas un monumento a la severidad y al concepto draconiano de 
las sanciones42, poniendo en duda su carácter de sanciones accesorias —como suelen 
denominarse— para clasificarlas como sanciones principales adicionales a la multa43 e 
incluso, han cuestionado su constitucionalidad e ilegalidad44.

Las sanciones que puede imponer de manera exclusiva y excluyente el Contralor Ge-
neral de la República son: 1. La suspensión del ejercicio del cargo sin goce de sueldo 
por un período no mayor de veinticuatro (24) meses, 2. La destitución del declarado 
responsable, y; 3. La inhabilitación para el ejercicio de funciones públicas hasta por 
un máximo de quince (15) años. No realizaremos un estudio a profundidad de estas 

40 PEÑA COLMENARES, Nélida. El régimen de la responsabilidad administrativa: en la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal. Venezuela: Ediciones Líber, 2010. 
p. 282.
41 VENEZUELA. República. Ley de reforma parcial de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Control Fiscal, G.O.E. Nro. 6.013, 23/12/2010. Artículo 105.
42 ORLANDO, Freddy. La potestad inquisitiva de los órganos de control fiscal y la determinación de 
responsabilidad administrativa de los funcionarios públicos. 3 ed. Caracas: Universidad Católica Andrés 
Bello, 2010.
43 PEÑA COLMENARES, Nélida. El régimen de la responsabilidad administrativa: en la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal. Venezuela: Ediciones Líber, 2010. 
p. 302.
44 Véase, entre otros, CARRILLO ARTILES, Carlos Luis. La paradójica declaratoria de constitucionalidad del 
artículo 105 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control 
Fiscal. Críticas y reparos frente al procedimiento de determinación de responsabilidad y sus inexplicables 
consecuencias sancionatorias. Anuario de Derecho Público. Caracas: n. 2, p. 357-379, 2008. 
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sanciones, pero en los apartados siguientes analizaremos las sanciones que fueron im-
puestas en el período 2007-2014 con énfasis en aquellas que tuvieron como supuesto 
generador de responsabilidad administrativa la inobservancia total o parcial del proce-
dimiento de selección de contratistas.

5.	SANCIONES ACCESORIAS IMPUESTAS POR LA CON-
TRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA EN MATERIA DE 
CONTRATACIÓN PÚBLICA.

5.1	 consideraciones previas.
A continuación, se presentarán los datos las sanciones accesorias —que derivan 

como consecuencia de la declaratoria de responsabilidad administrativa, explicada en 
apartados anteriores— impuestas por el Contralor General de la República de Venezue-
la durante el período 2007 al 2014. Datos que se obtuvieron de la revisión de los infor-
mes de gestión de dicho órgano de control fiscal externo, concretamente los apartados 
“Gestión en Cifras” y los apéndices o anexos disponibles en los mismos45. 

En este sentido, debemos indicar que entre 2007 y 2014 la Contraloría General de la 
República impuso mil cuarenta y cinco –1045– sanciones accesorias a la declaratoria de 
responsabilidad administrativa, distribuidas de la siguiente manera: 1. 793 inhabilita-
ciones para el ejercicio de la función pública, 2. 14 destituciones, 3. 3 sanciones que no 
se pudieron determinar, y; 4. 7 sanciones conjuntas de destitución e inhabilitación para 
el ejercicio de la función pública. El detalle de estas sanciones es el siguiente:

45 Los documentos consultados fueron los siguientes: CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Informe de 
gestión 2007. Caracas: Contraloría General de la República, 2008. CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. 
Informe de gestión 2008. Caracas: Contraloría General de la República, 2009. CONTRALORÍA GENERAL DE 
LA REPÚBLICA. Informe de gestión 2009. Caracas: Contraloría General de la República, 2010. CONTRALORÍA 
GENERAL DE LA REPÚBLICA. Informe de gestión 2010. Caracas: Contraloría General de la República, 2011. 
CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Informe de gestión 2011. Caracas: Contraloría General de la 
República, 2012. CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Informe de gestión 2012. Caracas: Contraloría 
General de la República, 2013. CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Informe de gestión 2013. Caracas: 
Dirección de Comunicación Corporativa, 2014. CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Informe de 
gestión 2014. Caracas: Dirección de Comunicación Corporativa, 2015. 



Jessica Vivas Roso

Rev. Eurolatin. de Derecho Adm., Santa Fe, vol. 9, n. 2, p. 397-422, jul./dic. 2022.410

Tabla 1. Distribución de las sanciones impuestas por el Contralor General de la Re-
pública, período 2007-2014.

Año

Tipo de sanciones
Total  

sanciones  
por añoInhabilitación Destitución Suspensión

Sin  
determinar

Destitución e  
Inhabilitación

2007 88 5 69 0 7 169

2008 93 1 27 0 0 121

2009 148 0 18 0 0 166

2010 112 2 36 0 0 150

2011 144 6 49 0 0 199

2012 7 0 15 0 0 22

2013 101 0 6 3 0 110

2014 100 0 8 0 0 108

Total 793 14 228 3 7 1045

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de los informes de gestión.

De los datos se aprecia que la inhabilitación para el ejercicio de funciones públicas, 
es la sanción más utilizada por el Contralor General de la República, representando el 
75,88% de las sanciones, seguido por la sanción de suspensión del cargo sin goce de 
sueldo con 21,81% del total, en tercer lugar la sanción de destitución que representa 
el 1,34%, posteriormente las sanciones conjuntas de destitución e inhabilitación para 
el ejercicio de la función pública con 0,67% y por último, 3 sanciones que no pudieron 
identificarse y que representan el 0,3% del total.

Advertimos que para el análisis de las sanciones accesorias que tuvieron como su-
puesto generador de responsabilidad administrativa la inobservancia total o parcial del 
procedimiento de selección de contratistas, se tomaron en consideración las sanciones 
en el año que adquirieron firmeza administrativa—independientemente si la sanción 
fue dictada años anteriores—, es decir, si una sanción fue dictada en el año 2008, pero 
adquirió firmeza en sede administrativa en el año 2010, dicha sanción se contabilizó 
dentro de las sanciones del año 2010. Considerar la totalidad de las sanciones impues-
tas por el Contralor General de la República—firmes o no— podría generar una doble 
contabilización de las mismas — en el año en la que fue dictada la sanción y en el año 
que adquirió firmeza en sede administrativa— por lo que –tal como se indicó— para 
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este análisis se tomaron en cuenta las sanciones que tenían firmeza en sede administra-
tiva, de acuerdo a la información reportada en los informes de gestión de la Contraloría 
General de la República.

Este criterio nos da una nueva cifra para el análisis. Estamos hablando de setecientas 
ochenta y cinco—785— sanciones impuestas por el Contralor General de la República 
que contaban con firmeza administrativa para el período 2007 al 2014, distribuidas de 
la siguiente manera: 1. 573 sanciones de inhabilitación para el ejercicio de funciones 
públicas —378 que adquirieron firmeza el mismo año que fueron dictadas y 195 dicta-
das en años anteriores— representando el 73% de las sanciones que se analizarán, 2. 
193 suspensiones del cargo sin goce de sueldo — 138 firmes el mismo año que fueron 
dictadas y 55 dictadas en años anteriores—, representando el 24,6% de las sanciones 
del período, 3. 12 destituciones —6 con firmeza el mismo año que se dictaron y 6 de 
años anteriores—, a saber, un 1,5%, y; 4. 7 sanciones conjuntas de destitución e inhabi-
litación para el ejercicio de la función pública que representan el 0,9%. El detalle de las 
sanciones puede verse en la tabla siguiente:

Tabla 2. Sanciones impuestas por el Contralor General de la República, período 
2007-2017, atendiendo a la firmeza del acto en sede administrativa

Tipo de sanción 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 Total

Inhabilitación 59 74 135 74 0 0 20 16 378

Destitución 5 1 0 0 0 0 0 0 6

Suspensión 61 25 16 22 4 10 0 0 138

Destitución e 
Inhabilitación

7 0 0 0 0 0 0 0 7

Inhabilitación

0 0 0 0 134 7 2 52 195
años anteriores 

Suspensión

0 0 0 0 43 4 1 7 55
años anteriores 

Destitución

0 0 0 0 6 0 0 0 6
años anteriores

TOTAL 132 100 151 96 187 21 23 75 785

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de los informes de gestión.
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No fue posible realizar un análisis de las sanciones de los años 2015 a 2017, debido 
a la ausencia del listado detallado de sujetos sancionados en los informes de gestión. 
De estos años, solo se tiene el dato global de las sanciones impuestas por el Contralor 
General de la República sin conocer el hecho generador de responsabilidad administra-
tiva que motivó la sanción46. 

Las limitantes derivadas del escaso acceso a información pública no deben resultar 
extrañas, ello obedece a las políticas opacas impuestas por los distintos órganos y entes 
del Poder Público de los que no escapa la Contraloría General de la República47.

Así, reiteramos que presentaremos los resultados del análisis realizado a setecientas 
ochenta y cinco —785— sanciones impuestas por el Contralor General de la República 
y firmes en sede administrativa, que corresponden a los años 2007 al 2014, en lo que 
respecta al supuesto generador de responsabilidad administrativa referido a la inobser-
vancia total o parcial del procedimiento de selección de contratistas.

5.2 Sanciones accesorias impuestas durante el pe-
ríodo 2007-2014 por inobservancia total o par-
cial del procedimiento de selección de con-
tratistas.

Afirma Gimeno Feliu —siguiendo a Villoria Mendieta— que la corrupción no es ex-
tensiva, sino intensiva en ciertos sectores, siendo la contratación pública uno de ellos, 
y es que, en los contratos públicos se manejan y administran importantes sumas de re-
cursos públicos que generan tentaciones entre los actores intervinientes y ofrecen más 
incentivos para la corrupción, siendo una de las principales razones para ello, el elevado 
volumen de recursos que moviliza la contratación del sector público48.

En este sentido, Ballesteros Fernández señala que al menos son tres los momentos en 
los que pueden cometerse hechos o actos de corrupción en la contratación pública: En la 
fase inicial, donde la principal forma de corrupción es iniciar una licitación pública sin que 
sea necesaria para los ciudadanos, es decir, no se justifica la inversión pública ni desde un 
punto de vista social ni económico. En la fase de adjudicación del contrato o selección de 
la oferta ganadora, cuando habrá corrupción en aquellos casos en los que el funcionario 
público responsable de la toma de decisiones no es imparcial por la existencia de sobornos, 

46 Para marzo de 2022 se continua con la labor de búsqueda del detalle de las sanciones impuestas a través de 
la información publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, sin embargo, más del 
90% de los actos reflejados en los informes de gestión, no fueron publicados en Gaceta Oficial, situación que 
viola lo dispuesto en el Reglamento de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.
47 Al respecto véase: TRANSPARENCIA VENEZUELA. Informe Corrupción 2017. Caracas: Transparencia 
Venezuela, 2018. Disponible en: <https://transparencia.org.ve/project/opacidad-la-regla-impuesta-desde-
alto-gobierno/>Acceso el: 9 jul. 2020.
48 GIMENO FELIU, José María. Medidas de prevención de corrupción y refuerzo de la transparencia en la 
contratación pública. Revista de Estudios de la Administración Local y Autonómica: Nueva Época, España, 
n. 7, p. 45-67, 2017.
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comisiones, conflictos de intereses u otros motivos, y; en la fase de ejecución del contrato, 
donde la corrupción se puede manifestar de muchas formas, como por ejemplo, cuando el 
contratista realice los trabajos con una calidad inferior a la requerida, se produzcan prórro-
gas injustificadas, pagos que no se justifican con el trabajo realizado, entre otros49.

De allí que la labor de control fiscal de las contrataciones públicas resulta fundamental, 
porque aun cuando se realice por un órgano externo y en un momento posterior a la se-
lección del contratista, la adjudicación del contrato o su ejecución, el examen de la gestión 
económico-financiera del contrato y del gasto público50, puede ayudar a detectar posibles 
situaciones irregulares —hechos o actos de corrupción— que permitan hacer las recomen-
daciones necesarias e iniciar los procedimientos sancionatorios correspondientes.

Es por ello que hemos querido analizar las sanciones accesorias impuestas por la 
Contraloría General de la República durante el período 2007-2014, que tienen su fun-
damento en la inobservancia total o parcial del procedimiento de selección de con-
tratistas, puesto que ello permitirá ver si ha existido una mayor o menor actividad de 
control fiscal sobre la contratación pública en Venezuela, y reflexionar si la actuación 
del máximo órgano de control fiscal de este país ha favorecido o no la lucha contra la 
corrupción. De los datos revisados podemos observar lo siguiente:

Tabla 3. Sanciones accesorias por inobservancia total o parcial del procedimiento 
de selección de contratistas, período 2007-2014

Tipo de sanción Inhabilitación Suspensión Destitución

Año Cantidad Cantidad Cantidad

2007 4 0 4

2008 11 5 0

2009 5 1 0

2010 12 6 0

2011 15 7 0

2012 0 2 0

2013 4 1 0

2014 20 1 0

Total 71 23 4

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de los informes de gestión.

49 BALLESTEROS FERNÁNDEZ, Gracia. Riesgos de corrupción en contratos públicos: cómo prevenir malas 
prácticas. Revista internacional de transparencia e integridad, España, n. 5, p. 1-6, sep./dic. 2017.
50 CANALS AMETLLER, Dolors. El sistema administrativo de control interno y de supervisión de la contratación 
pública. REGAP: Revista galega de administración pública, España, vol. 1, n. 55, p. 103-139, 2018. 
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Se aprecia que durante el período 2007-2014, la Contraloría General de la República 
impuso 9851 sanciones accesorias que tienen su fundamento en el supuesto de gene-
rador de responsabilidad administrativa relativo a la adquisición de bienes, la contra-
tación de obras o de servicios, con inobservancia total o parcial del procedimiento de 
selección de contratistas que corresponda, en cada caso, según lo previsto en la Ley 
de Licitaciones o en la normativa aplicable52, lo que representa respecto del total de 
sanciones accesorias impuestas en el período 2007-2014 que adquirieron firmeza en 
sede administrativa —785 sanciones— el 12,5%, y, con relación al total de sanciones 
impuestas en el período 2007-2014, es decir, firmes o no —1.045 sanciones— repre-
senta el 9,4% de las mismas.

Presentadas las cifras es conveniente analizar si la labor de la Contraloría General de 
la República como garante del adecuado uso del patrimonio público, ha cumplido con 
su rol de velar por que las contrataciones públicas se realicen con estricto apego a la 
legalidad y con observancia a los principios de eficacia y eficiencia.

Sobre este punto, Rosas Rivero, afirma —a modo conservador— que la actividad de 
la Contraloría General de la República sufre de una parálisis parcial que impacta la ges-
tión de los órganos y entes sujetos a su control y que obedece entre otros aspectos a: 1. 
El crecimiento desproporcional del aparato del Estado, sin que crezca de igual forma la 
estructura del órgano de control53; 2. Recortes del presupuesto asignado54. Refiere que 
tales circunstancias no podían producir buenos resultados, impactando la actividad 
de la Contraloría General de la República, lo cual puede verse reflejado por ejemplo, 
en el periodo 2011 y 2015 donde únicamente se efectuaron 385 auditorías y 1017 

51 Sobre este número debemos destacar que solamente 9 sanciones tienen como único sustento el numeral 
1 del artículo 91 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de 
Control Fiscal, o su equivalente, el numeral 1 del artículo 131 de la Ley Orgánica de la Contraloría General 
de la República. En las restantes sanciones convergen otros supuestos generadores de responsabilidad 
administrativa. Adicionalmente destacamos que dichos cálculos fueron obtenidos de la información disponible 
en los informes de gestión del período indicado (2007-2014). Los informes de gestión de los años 2015-2017 
no cuentan con el detalle de las sanciones impuestas ni el supuesto generador de las mismas, razón por la que 
no se presenta análisis alguno sobre ese período.
52 Previsto en el numeral 1 del artículo 91 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del 
Sistema Nacional de Control Fiscal o su equivalente, el numeral 1 del artículo 113 de la Ley Orgánica de la 
Contraloría del año 1995.
53 ROSAS RIVERO, Daniel. La contratación pública venezolana en los tiempos de COVID-19: su estado actual, las 
ilegales recomendaciones del estado y una breve mirada al mundo. En: VIVAS ROSO, Jessica (Coord.). Derecho 
Público en tiempos de pandemia. Reflexiones jurídicas sobre la Covid-19. Caracas: Asociación Venezolana de 
Derecho Administrativo y Centro para la Integración y el Derecho Público, 2020. p. 290 -320. El referido autor 
menciona que tan solo en el año 2012 el Estado pasó de 20 a 34 ministerios y que, en los siguientes cinco años 
el número de empleados públicos creció de 1.353.823 a 1.770.934 para el año 2017.
54 Entre los años 2014 y 2017, la asignación presupuestaria de la Contraloría General de la República registró 
una caída en términos reales de 75%, representando solo entre el 0,05% al 0,08% del Presupuesto Nacional, 
lo que se traduce en insuficiente capacidad presupuestaria para cumplir con las tareas asignadas. Ver: 
TRANSPARENCIA VENEZUELA. Informe Corrupción 2017. Caracas: Transparencia Venezuela, 2018. Disponible 
en: <https://transparencia.org.ve/wp-content/uploads/2018/06/Contralor%C3%ADa-General-de-Venezuela-
o-cuando-el-ejemplo-no-entra-por-casa.pdf >Acceso el: 9 jul. 2020. 

https://transparencia.org.ve/wp-content/uploads/2018/06/Contralor%C3%ADa-General-de-Venezuela-o-cuando-el-ejemplo-no-entra-por-casa.pdf
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inhabilitaciones y suspensiones55, o en el periodo 2014-2017, en el que la actividad del 
máximo órgano de control fiscal se concentró en la realización de consultas y análisis, 
representando 68% de sus obligaciones, mientras que las actuaciones del control pos-
terior —principal actividad que debería desarrollar cualquier órgano de control fiscal— 
tan solo representaron el 14%56. 

Una conclusión similar a la que señala el mencionado autor, puede obtenerse cuan-
do se revisan las sanciones accesorias a la determinación de responsabilidad adminis-
trativa, que en materia de contratación pública representan menos del veinte por cien-
to —20%— del total de las sanciones impuestas en un período de 8 años, lo cual deja 
ver la poca labor fiscalizadora en esta materia.

Esta circunstancia fue reconocida por el ex contralor general de la República, Ma-
nuel Galindo, quien para el año 2008 afirmaba que las contrataciones públicas son la 
principal fuente de corrupción en Venezuela. En una entrevista concedida a José Vicen-
te Rangel por el medio privado Televen, Manuel Galindo afirmó que “Una de las formas 
más importantes de corrupción es a través de las contrataciones públicas. Es importan-
te que exista un control previo por parte de la Contraloría57”.

Esta afirmación refuerza lo señalado en este trabajo y reafirma la existencia de una 
parálisis en la actividad contralora —tal como lo señala ROSAS RIVERO— que trae como 
consecuencia que Venezuela se encuentre en el peor nivel de desempeño en el Índice 
de Desvíos de Fondos Públicos58, y sea considerado uno de los países más corruptos de 
América Latina y el Caribe de acuerdo al Índice de Percepción de Corrupción de Trans-
parencia Internacional59.

55 CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Informe de gestión 2011. Caracas: Contraloría General de la 
República, 2012 y CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Informe de gestión 2015. Caracas: Dirección de 
Comunicación Corporativa, 2016.
56 DE FREITAS, Mercedes. Contraloría General de la República. Allanando el camino para el PSUV. En. 
TRANSPARENCIA VENEZUELA (Coord.). Muchas Instituciones, Un jefe: desmontaje de la democracia 
venezolana. Caracas: Transparencia Venezuela, 2018. p. 152-187.
57 EL NACIONAL. Contralor de la República: La corrupción sigue galopante. Octubre de 2018. 
Disponible en: <https://www.elnacional.com/venezuela/politica/contralor-republica-corrupcion-sigue-
galopante_254785/>. Acceso el: 9 jul. 2020.
58 ROSAS RIVERO, Daniel. La contratación pública venezolana en los tiempos de COVID-19: su estado actual, las 
ilegales recomendaciones del estado y una breve mirada al mundo. En: VIVAS ROSO, Jessica (Coord.). Derecho 
Público en tiempos de pandemia. Reflexiones jurídicas sobre la Covid-19. Caracas: Asociación Venezolana de 
Derecho Administrativo y Centro para la Integración y el Derecho Público, 2020. p. 290 -320
59 TRANSPARENCIA VENEZUELA. Venezuela sigue cayendo en el índice de percepción de la corrupción 
2021. Enero de 2022. Disponible en: <https://transparencia.org.ve/venezuela-sigue-cayendo-en-el-indice-de-
percepcion-de-la-corrupcion-2021/>. Acceso el: 10 mar. 2022.

https://www.elnacional.com/venezuela/politica/contralor-republica-corrupcion-sigue-galopante_254785/
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6.	LAS DEUDAS DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA RE-
PÚBLICA.
Otro de los aspectos que deben ser tratados, al analizar el rol de la Contraloría Ge-

neral de la República en la lucha contra la corrupción, es el relativo a la ausencia de 
actividad de fiscalización por parte de ésta en conocidos casos de corrupción, que in-
cluso, han tenido impacto internacional. Nos referimos a: 1. Lava Jato y Odebrecht; 2. 
Corpoelec; y, 3. PDVSA, por mencionar algunos de estos casos.

El caso de Odebrecht, está relacionado al pago de soborno por los directivos de esta 
empresa con la finalidad de obtener contratos de construcción de obras en varios paí-
ses de Latinoamérica. De acuerdo con Transparencia Venezuela, durante los gobiernos 
de Hugo Chávez y Nicolás Maduro se suscribieron 40 contratos para la realización de 33 
obras de las cuales 11 quedaron inconclusas, cuyos montos de contratación aproxima-
da fueron Bs. 147.951.312.790,18; US$ 5.718.795.329,73, y € 670.450.027,93, según los 
datos a los que pudo tener acceso la mencionada organización no gubernamental60.

Respecto a dicho caso de corrupción, no se conoce acción alguna que haya sido im-
plementada por la Contraloría General de la República contra los funcionarios públicos 
que pudieron estar involucrados, ni contra los representantes de la sociedad mercantil 
Odebrecht en Venezuela. En el año 2017, el ex contralor general de la República Manuel 
Galindo, afirmaba que: 

La competencia exclusiva la tiene igualmente la Fiscalía, pero sí podría tener competen-
cia en el supuesto negado que se encuentren presuntos funcionarios en el país (involu-
crados en los sobornos), comenzaríamos a revisar sus ingresos a través de su decla-
ración jurada o cualquier otra prueba, la inhabilitación sería de entre uno a 15 años61.

A pesar de tales afirmaciones debe destacarse que, del análisis de las sanciones ac-
cesorias a la declaratoria de responsabilidad administrativa que se presenta en este tra-
bajo, no se observó sanción alguna dirigida a la sociedad mercantil Odebrecht; a algu-
no de sus representantes en Venezuela o a algún funcionario público relacionado con 
la celebración de los contratos en los que participa la mencionada sociedad mercantil.

El caso de Corpoelec, está relacionado a la adjudicación de contratos de compras 
por más de 60 millones de dólares a tres empresas en Florida a cambio de sobornos62. 

60 TRANSPARENCIA VENEZUELA. Informe Odebrecht 2018. Octubre 2018, Disponible en: <https://
transparencia.org.ve/wp-content/uploads/2018/10/Informe-ODEBRECHT-2018-TV.pdf>. Acceso el: 9 jul. 2020. 
61 DIARIO EL ESTÍMULO. Contraloría investigará denuncias sobre la distribución de los Clap. Febrero 
de 2017. Disponible en: <https://elestimulo.com/elinteres/contraloria-investigara-denuncias-sobre-la-
distribucion-de-los-clap/ >. Acceso el: 9 jul. 2020.
62 TRANSPARENCIA VENEZUELA. Conspiración Veroes-Motta Domínguez: ¿Cómo funcionó el mecanismo 
de corrupción en Corpoelec? Septiembre de 2019. Disponible en: <https://transparencia.org.ve/conspiracion-
veroes-motta-dominguez-como-funciono-el-mecanismo-de-corrupcion-en-corpoelec/>. Acceso el: 9 jul. 
2020.
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En este caso, tampoco se conoce acción alguna que haya sido ejercida por la Contralo-
ría General de la República para garantizar el uso adecuado de los fondos públicos des-
tinados a la contratación de obras, servicios o adquisición de bienes, ello a pesar que 
sobre este caso en concreto, autoridades de terceros países —concretamente EEUU— 
han iniciado acciones judiciales para investigar y sancionar a los involucrados en este 
caso de corrupción63

Por último, respecto a la estatal petrolera venezolana, Petróleos de Venezuela, S.A 
—PDVSA—, son diversos los casos de corrupción que han sido denunciados por or-
ganizaciones de la sociedad civil venezolanas. Conflictos de interés, contratos con so-
breprecios, evasión del procedimiento de contrataciones públicas y pago de sobornos 
son algunas de las denuncias que han surgido respecto a la actuación de la principal 
empresa de hidrocarburos de Venezuela64.

De acuerdo con una investigación realizada por el Parlamento Nacional, existió un 
desfalco en la estatal petrolera que ascendía a 11.271 millones de dólares por irregula-
ridades administrativas cometidas bajo la presidencia de Rafael Ramírez, entre las que 
se pueden mencionar: 1. Sobreprecio, 2. Irregularidades en las contrataciones; 3. Des-
viaciones en la ejecución de proyectos, 4. Violación a la Ley de Licitaciones, al Código 
de Comercio y a la Ley contra la Corrupción, entre otros65. Sin embargo, en este caso, 
tampoco se conocen las acciones que han sido ejercidas por el máximo órgano de con-
trol fiscal en Venezuela para sancionar administrativamente a los responsables de estos 
hechos de corrupción.

Ello puede observarse en el listado de sancionados analizado en este trabajo, en el 
cual no se constató la imposición de sanciones accesorias contra personal de PDVSA o 
Corpoelec, situación que abunda a reiterar la poca diligencia de la Contraloría General 
de la República para investigar y sancionar los casos de corrupción en materia de con-
tratación pública que han sido reseñados en este apartado.

7.	CONCLUSIONES.
Siguiendo a Campos Cuña debemos afirmar que la actividad de las instituciones del 

Estado más vulnerable a la corrupción es la contratación pública66, por ello, los órganos 

63 TRANSPARENCIA VENEZUELA. Conspiración Veroes-Motta Domínguez: ¿Cómo funcionó el mecanismo de 
corrupción en Corpoelec? Septiembre de 2019. Disponible en: <https://transparencia.org.ve/conspiracion-
veroes-motta-dominguez-como-funciono-el-mecanismo-de-corrupcion-en-corpoelec/>. Acceso el: 9 jul. 2020.
64 TRANSPARENCIA VENEZUELA. PDVSA. Combustible de la corrupción. Julio de 2020. Disponible en: <https://
transparencia.org.ve/pdvsa-fue-el-combustible-para-la-gran-corrupcion-en-venezuela/>. Acceso el: 9 jul. 2021.
65 TRANSPARENCIA VENEZUELA. Los billonarios recursos que Pdvsa logró… y perdió. Julio de 2020. 
Disponible en: <https://transparencia.org.ve/project/petroleo-historia-2/>. Acceso el: 9 jun. 2021.
66 CAMPOS ACUÑA, María Concepción. Compliance en la contratación pública: mapa de riesgos corrupción 
y claves para su gestión. Gabilex: Revista del Gabinete Jurídico de Castilla-La Mancha, España, n. extra 1, p. 
101-118, 2019. 
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de control fiscal deben desempeñar su labor de seguimiento, monitoreo, auditoría y 
control de los recursos públicos de manera eficaz y eficiente. Más allá del estableci-
miento de mecanismos, procedimientos, normas y códigos de conductas que regulen 
la actuación de las personas que desempeñan funciones públicas, es necesario abrir los 
procedimientos correspondientes y establecer las sanciones a que hubiere lugar, y es 
que, tal como lo afirma Fuentes i Gasó los códigos de conducta suelen ser de muy difícil 
aplicación por ser abstractos, por su falta de previsión de infracciones y sanciones y por 
contener normas orientadoras de las conductas de los funcionarios públicos67.

Tal como lo ha afirmado Minguillón Roy los órganos de control fiscal deben ser im-
placables en la lucha contra la corrupción68 y ello, en el caso venezolano debe ser en-
tendido no solo como realizar las auditorias correspondientes, sino que, una vez detec-
tada la existencia de irregularidades o inadecuado uso del patrimonio público, es ne-
cesario abrir las investigaciones respectivas e imponer la sanción de los responsables. 

Destacamos que a pesar de la estructura legal existente, en Venezuela ha sido poca 
o inexistente la labor de control en materia de contratación pública, lo cual se ve refle-
jado no solo en el análisis de las sanciones accesorias realizado, sino al apreciar que los 
grandes e importantes casos de corrupción en materia de contratación pública que 
existen en este país, no han sido investigados por la Contraloría General de la República.

La poca labor de investigación de la Contraloría General de la República ha fomen-
tado la impunidad y se ha constituido en un incentivo para la corrupción en materia 
de contratación pública en Venezuela, situación que forzosamente nos lleva a concluir 
que este país se encuentra muy lejos de contar con un real y efectivo control fiscal en 
esta materia, que permita garantizar el adecuado uso de los fondos y bienes públicos.
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